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La articulación de las teorías de la justicia expuestas por los académicos Jurgen Habermas y John 
Rawls, han protagonizado los debates iusfilosóficos y en cierta manera académico-políticos a partir 
del final del siglo XX. En sus trabajos ambos autores se proponen diseñar modelos democráticos 
de organización que permitan ampliar la base contractual del acuerdo social y por esta vía 
reconciliar la dicotomía propia del derecho enraizada en la dualidad entre derecho y moral, que ha 
desembocado en una nefasta desconexión entre las instituciones jurídicas y el devenir social, 
generándose así una evidente crisis institucional en el punto de la legitimidad.  
Se pone de presente la crisis de la democracia liberal, la cual desde las teorías contractualistas 
clásicas trae en su germen la disociación entre unas instituciones erigidas sobre un desarrollo de 
las libertades burguesas, de por sí excluyentes, y una base social cada vez más compleja y 
diferenciadas en cuanto a todos los órdenes de tipo político, económico, ideológico, ético y 
espiritual.   
Es por ello que se considera esencial para entender las contingencias actuales de los debates 
filosóficos del derecho y más aún las controversias desde las teorías jurídicas, apropiarse de los 
criterios principales de estos dos exponentes, que sin estructurar teorías diametralmente opuestas, 
han tenido serios reparos y distanciamientos teóricos producto de los insumos o caminos 
argumentativos de los que se han nutrido individualmente. 
El presente artículo es abordado como un ejercicio académico que permite sumergir al lector en 
las construcciones teóricas atinentes a la justicia desplegadas por los referidos autores. Desde allí 
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tomar como elemento de análisis el criterio de razón como categoría moduladora de cada discurso 
en particular, bajo el interrogante dirigido a identificar en qué medida afecta al planteamiento de 
cada teoría la concepción y aplicación diferenciada del constructo de razón.   
El presente artículo pretende identificar los elementos conferidos por las doctrinas referidas a la 
categoría de razón, y con ello la interpretación y la función particular que en dichos planteamientos 
cumple. Así mismo interpretar desde esa arista ambas propuestas de la justicia, vale advertir, que 
se hará referencia a los estadios iniciales de cada teoría, sin desarrollar la totalidad de 
subconstructos que los planteamientos desarrollan, indicando con esto que se abordarán los 
cimientos de cada teoría. A saber, en lo referente a la justicia como equidad de Rawls se traerá el 
diseño de la posición original y del velo de ignorancia, a su vez, de la teoría discursiva del derecho 
de Habermas se centrará en el desarrollo mediante el cual se ilustran a las dinámicas comunicativas 
intersubjetivas como método de integración social y por consiguiente como fundamento de una 
teoría de la justicia. Todo lo anterior, como ya se dijo, atravesado por la reflexión particular de la 
categoría de razón.  
La anterior empresa se alimentó del análisis de los dos capítulos iniciales del texto Facticidad y 
Validez de Jurgen Habermas y de lecturas específicas del libro Justicia como Equidad, una 
reformulación de John Rawls, así mismo se utilizó como guía de las indagaciones algunos otros 
textos que contribuyen al entendimiento, aprehensión y análisis del tema; como el compendio 
ofrecido por el profesor Oscar Mejía Quintana en Teoría Consensual del Derecho que presta 
herramientas para asimilar en paralelo ambos autores. 
Es preciso recalcar que por motivos metodológicos las construcciones subsecuentes a los 
planteamientos teóricos cimentadores no serán abordados, así, el planteamiento y desarrollo de los 
principios de justicia por consiguiente el consenso entrecruzado y la razón pública en Rawls no 
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han sido integrados a la presente reflexión, ya que cada categoría podría ser objeto de un análisis 
propio. En ese mismo sentido las argumentaciones relativas a la reconstrucción interna del 
derecho, racionalidad de la administración de justicia o el texto “Debate sobre el Liberalismo 




















1. La razón y los fundamentos comunicativos de la teoría discursiva del derecho  
Atendiendo que el derecho, la política y las instituciones que son justificadas por una opinión 
moral preconcebida no pueden satisfacer las exigencias de las complejas sociedades modernas 
Habermas propone su teoría discursiva del derecho, entendiendo la necesidad de que este sea 
creado como el proyecto común de todos los individuos que conforman la comunidad jurídica; en 
consecuencia pretende que sea configurado dentro de la deliberación democrática como resultado 
de la acción participativa de diferentes concepciones y la exigencia democrática que prohíbe 
pensar el derecho como obra de un único individuo moral.  
Para esos fines, hace uso del acervo teórico que desde la filosofía del lenguaje ha dado respuesta 
a problemas de la filosofía clásica a partir de la aplicación de su teoría de la acción comunicativa 
en el campo de las ciencias sociales que contempla problemas de orden lingüístico, dándole 
aplicación en los terrenos de la teoría jurídica o teoría social especialmente. 
La arista jurídica de la teoría habermasiana se alza a partir del análisis de los actos de habla y del 
entendimiento lingüístico intersubjetivo, atendiendo a planteamientos plasmados desde diversas 
áreas del conocimiento; desde la filosofía del lenguaje que en su discurrir integra conceptos de la 
lingüística, hasta planteamientos de orden sociológico, construyendo desde dicho acervo la 
cimentación de la teoría discursiva del derecho. En ese sentido las prácticas comunicativas  son 
utilizadas como el mecanismo de coordinación de las acciones sociales, empoderando con ello a 
la comunicación como vehículo estructural por medio del cual, una pluralidad de sujetos pueden 
entrelazar sus intenciones o ideas, para hacer de ellas una acción coordinada en el mundo.  
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La coordinación de las acciones ha requerido un análisis dirigido a identificar parámetros de 
entendimiento, que posibiliten el engranaje y funcionamiento de una sociedad plural en 
necesidades, creencias, costumbres e intereses. Es así que para dichos fines el autor busca diseñar 
un modelo de integración entre los principios comunicativos y el derecho, es decir un modelo 
jurídico político de acción comunicativa que garantice la cohesión e integración de un orden social 
a la altura de las necesidades y dinámicas contemporáneas. 
La teoría inicia por revelar las tensiones de facticidad y validez inmersas en ciertos momentos 
genealógicos de la comunicación intersubjetiva, refiriéndose a la creación y trasmisión de 
conceptos, posteriormente, la formación y comunicación de pensamientos, seguido de la  búsqueda 
reflexiva de la construcción práctica de la realidad a través de las fuerzas potencialmente 
vinculantes gestadas del uso argumentativo de las practicas comunicativas.    
Para Habermas, la construcción intersubjetiva de la realidad está tejida por la fuerza cohesionadora 
propia del lenguaje como medio elemental de transmisión del pensamiento, por lo tanto un modelo 
de comunicación que conceda pautas para alcanzar acuerdos vinculantes es el insumo ideal para 
para lograr lo que ha denominado estabilización social, es decir, para armonizar las variadas 
pretensiones de los actores con un modelo de acción normativa consensuada. 
La estabilización social se logra cuando sus integrantes encuentran una zona o área de afinidades, 
es decir, cuando se logran compartir criterios. Es de allí de donde se puede lograr la coordinación 
de planes, al igual que en el campo del lenguaje, en el campo social la armonización se vislumbra 
a través de la universalización de criterios. En el campo lingüístico facticidad - validez logran ser 




Bajo esa dinámica está dada la aplicación del “empleo del lenguaje orientado al entendimiento”, 
como herramienta en la construcción de integración social. Así pues, la manera de integración 
pretendida se distingue de las formas de integración fundadas en la imposición irracional de 
criterios de verdad metasociales, propios de las organizaciones sociales dogmáticas o religiosas, 
que a través del miedo y la prohibición disgregan la posibilidad del disentimiento, alcanzando con 
ello una forma primitiva de armonización entre facticidad y validez en punto de la imposición 
fáctica de criterios de validez. 
Valga decirse que la empresa del autor sigue un derrotero según el cual el esquema comunicativo 
debe ser un mecanismo exclusivamente procedimental de construcción de la verdad consensuada, 
por lo tanto dicho procedimiento debe ser liberado de cualquier carga axiomática que lo identifique 
con una u otra concepción de verdad o justicia, bajo ese parámetro se sirve del siguiente concepto 
procedimental de verdad: 
Real es lo que puede exponerse en enunciados verdaderos, explicándose a su vez verdadero por 
referencia a la pretensión que el hablante entabla frente al oyente al afirmar un enunciado. Con el 
sentido asertorio de su afirmación entabla el hablante una pretensión susceptible de crítica, en lo que 
respecta a la validez del enunciado afirmado; y como nadie dispone de la posibilidad de un acceso 
directo a condiciones de validez no interpretadas, la validez ha de entenderse epistemológicamente 
como validez que se nos impone como tal a nosotros. La pretensión de verdad de un proponente, 
cuando está justificada, habrá de poder defenderse con razones frente a las objeciones de posibles 
oponentes y al cabo habrá de poder contarse con un acuerdo racionalmente motivado de la comunidad 
de interpretación en conjunto. (Habermas, 2001, p.76) 
La exposición presentada está enmarcada únicamente al universo lingüístico, y no apunta a la 
verdad trascendente a la que se refiere la metafísica. Por así decirlo, se describe la forma o el 
método lógico-comunicativo que utilizamos en las practicas lingüísticas, mas no los contenidos en 
sí mismos, se hace referencia a formas y no a contenidos específicos de verdad, aceptando por 
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supuesto, el hecho de que no tenemos acceso directo a conceptos de verdad absoluta, sino que ésta 
es un constructo comunicativo, esculpido a fuerza de argumentaciones, o en terminología propia 
de la teoría abordada, pretensiones de validez intersubjetivamente aceptadas. 
Lo real, es pues, aquello en lo que más pronto o más tarde vendría finalmente a parar la información y 
el razonamiento, y que es por tanto independiente de mis ocurrencias o las tuyas. Así, pues, el origen 
mismo de la concepción de la realidad muestra que esta concepción implica esencialmente la noción 
de una comunidad, sin límites definidos, y capaz de un aumento definido de conocimiento. Peirce 
explica la verdad como aceptabilidad racional, es decir, como el desempeño o resolución de una 
pretensión de validez susceptible de crítica bajo las condiciones de comunicación de un auditorio de 
intérpretes capaces de juicio, ampliado idealmente en el espacio social y en el tiempo histórico. 
(Habermas, 2001, p.76) 
La aceptabilidad racional funge entonces como el paradigma consensual de selección 
intersubjetiva de acción o de verdad, cumpliendo la labor de engranaje entre facticidad y validez 
a nivel de la coordinación de las acciones y la construcción o estabilización social, en este punto 
cobra protagonismo la función que en la teoría cumple el criterio de razón para Habermas. Al 
respecto, el autor acuña una variación de la razón práctica que está dirigida a configurar acuerdos 
intersubjetivos, desprovista de contenidos morales denominada razón comunicativa. 
La razón comunicativa empieza distinguiéndose de la razón práctica porque ya no queda atribuida al 
actor particular o a un macrosujeto estatal-social. Es más bien el medio lingüístico mediante el que se 
concatenan las interacciones y se estructuran las formas de vida, el que hace posible a la razón 
comunicativa. Esta racionalidad viene inscrita en el telos que representa el entendimiento 
intersubjetivo y constituye un ensemble de condiciones posibilitantes a la vez que restrictivas. Quien 
se sirve de un lenguaje natural para entenderse con un destinatario acerca de algo en el mundo se ve 
obligado a adoptar una actitud realizativa y a comprometerse con determinadas suposiciones. Entre 
otras cosas, tiene que partir de que los participantes persiguen sin reservas sus fines ilocucionarios, 
ligan su acuerdo al reconocimiento intersubjetivo de pretensiones de validez susceptibles de crítica y 
se muestran dispuestos a sumir las obligaciones relevantes para la secuencia de interacción que se 
siguen de un consenso. Lo que así viene implicado en lo que he llamado «base de validez del habla», 
se comunica también a las formas de vida que se reproducen a través de la acción comunicativa. La 
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racionalidad comunicativa se manifiesta en una trama descentrada de condiciones trascendentalmente 
posibilitantes, formadoras de estructuras, y que impregnan la interacción pero no es una facultad 
subjetiva que dicte a los actores que es lo que deben hacer. (Habermas, 2001, p.65) 
Se entiende entonces que la razón comunicativa no es una facultad subjetiva de discernimiento de 
lo que se debe hacer como criterio moral sino es un elemento procedimental dirigido al 
entendimiento intersubjetivo, es decir, es el marco posibilitante de acuerdos, son las reglas 
comunicativas necesarias para generar una dinámica encaminada a la orientación de las acciones 
por consenso plural, las cuales pueden esquematizarse de la siguiente manera: 
1. En la dinámica comunicativa está inmersa la suposición o idealidad según la cual las 
expresiones lingüísticas de los participantes mantienen el mismo significado en la 
pluralidad de situaciones y actos de habla en que sean utilizados.  
2. Los participantes de las dinámicas comunicativas deben asumir una actitud realizativa. La 
actitud realizativa de los participantes es una condición más del modelo comunicativo, la 
cual exige una conducta según la cual las pretensiones de validez expresadas por los 
participantes estén emancipadas de cualquier tipo de interés particular que vicie la 
intención de la argumentación en sí misma. Por el contrario la actitud objetivante es la 
conducta propia del participante que dirige su argumentación como medio estratégico para 
alcanzar ventajas particulares. 
3.  Persecución sin reservas de fines ilocucionarios: Es preciso entender por fines 
ilocucionarios, que son aquellas intenciones que apuntan a obtener procesos de 
entendimiento en sí mismos, orientados por argumentos movidos como fines en sí mismos 
(pretensiones de validez racionalmente motivadas) y no como medios del éxito individual 
(actitud objetivante).  
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4. Los participantes deben suponer mutuamente la capacidad de cada uno de ellos de 
responder de sus propios actos y ser capaces de orientar su acción por pretensiones de 
validez, asumiendo las obligaciones que surjan del debate argumentativo. 
El despliegue del uso comunicativo de la razón se filtra en cada categoría teórica de la propuesta 
habermasiana en tanto que la teoría discursiva del derecho se nutre directamente del modelo 
procedimental de la acción comunicativa a saber: 
Habermas elabora una tipología de la acción en la que básicamente se pueden distinguir dos tipos de 
acciones, el primero de los cuales, a su vez, cabe subdividirlo en otros dos, como sigue: 
1) La acción racional-teleológica es aquella que persigue fines para cuya consecución se han de calcular 
los medios adecuados. Esta puede ser una acción instrumental, si se vale de procedimientos técnicos 
basados en el tipo de predicciones que nos brindan los saberes empíricos, o puede ser una acción 
estratégica, cuando se pretende aventajar a un rival en la persecución de un fin que desata lucha de 
intereses. 
2) La acción comunicativa es aquella que se caracteriza por la búsqueda del entendimiento entre varias 
personas acerca de la legitimidad de sus respectivas pretensiones. 
Lo que Habermas pretende con esa caracterización es mostrar la irreductibilidad de la acción 
comunicativa a la acción estratégica, lo cual implica afirmar la prioridad de la primera sobre la 
segunda, o dicho con otras palabras poder afirmar que el uso estratégico del lenguaje es derivado y 
parasitario respecto al uso comunicativo. Esta prioridad del uso comunicativo es, en el fondo, una 
apuesta por el uso público de la razón, frente al uso estratégico del lenguaje. El lenguaje estratégico 
está en función de fines individuales no expresados públicamente y por tanto divergentes en los 
interlocutores. 
La validez de las normas que deben regular la vida pública sólo queda garantizada por la asunción 
ideal de todos los afectados por la norma, en cuanto protagonistas de una situación ideal de habla. 
(García-Cano Lizcano, 2008, p. 41) 
Bajo estos presupuestos ideales, el ejercicio comunicativo de validación de argumentos, apunta a 
la creación de consenso y por consiguiente a la coordinación armónica de acciones, es decir a la 
11 
 
materialización de planes de acción colectivos, mediante el influenciamiento mutuo de actores que 
operan los uno sobre los otros a partir del uso comunicativo de la razón. 
Sin embargo, este modelo comunicativo tal como se presenta, con sus presupuestos ideales, no 
encuadra ciertamente en las formas sociales actuales en las que las dinámicas económicas y 
administrativas exacerbadas, unidas a la existencia cada vez más pululante de cosmovisiones y 
roles particulares de adecuación al sistema, que singularizan dramáticamente a los individuos, 
generan que en la práctica muchos individuos no se inclinen por adoptar una actitud realizativa 
conducente a acuerdos, sino por optar frente al disenso, una actitud objetivante, propia de la 
orientación de las acciones al éxito propio, que contradicen la materialización del modelo 
comunicativo. 
Es preciso entonces para el autor, echar mano de instituciones de autoridad que logren encajar, a 
través de la coacción de la reglamentación, criterios de armonización social que de la mano con la 
participación, logre un modelo de validez de la norma en clave de la teoría discursiva. Para estos 
fines el autor detecta en el derecho y en las instituciones jurídicas en general el medio propicio de 
aplicación del modelo comunicativo. 
En Habermas la formación de consensos mediante la teoría de la acción comunicativa puede ser 
aplicada al campo jurídico, al encontrar el método ideal para democratizar la participación de los 
individuos en la construcción institucional de las normas, superando la imposición de criterios 
metasociales o autoritarios, vinculando a los sujetos como participantes en la construcción de 
normas y proponiendo la manera en que el disenso y en particular las actitudes objetivantes, la 
cuales nunca desaparecerán,  se pueda encausar dentro de un sistema de entendimiento, de tal 
forma en que no generen deformaciones en la formulación de planes de acción. 
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Para ello se propone la inserción al sistema jurídico de la regulación normativa de acciones 
estratégicas como elemento de corrección del sistema. Dicha regulación apunta a limitar la actitud 
estratégica de aquellos participantes que no encausan sus criterios como pretensiones de validez 
racionalmente motivadas, generando con ello un espacio de convergencia entre intenciones 
diversas, bajo una norma de regularización que apunta a la normativización de los fines de la 
acción comunicativa: 
Pero si orientación al éxito y orientación al entendimiento constituyen para los sujetos agentes mismos 
una alternativa completa, las normas que resultan aptas para tal concierto articulado, en términos de lo 
que vengo llamando «integración social»” (por contraposición con « integración sistémica»), es decir, 
para una regulación de las acciones estratégicas que todos los participantes puedan considerar 
vinculante, han de satisfacer dos condiciones contradictorias, que desde el punto de vista de los actores 
no podrían cumplirse simultáneamente. Tales regulaciones tienen que representar, por un lado, 
restricciones fácticas que cambien de tal suerte la corona de datos que el actor en la actitud de alguien 
que actúa estratégicamente, se vea en la necesidad de efectuar en su comportamiento la adaptación que 
objetivamente se desea; por otro lado, esas reglas han de tener a la vez la capacidad de “integrar 
socialmente”, pues que imponen obligaciones a sus destinatarios, lo cual, según nuestros supuestos, 
solo es posible sobre la base de pretensiones de validez normativa intersubjetivamente reconocidas. 
(Habermas, 2001, p.89) 
La razón comunicativa es el derrotero del diseño del procedimiento comunicativo y desemboca en 
la construcción de criterios de validez y legitimidad de la norma, la cual depende directamente de 
la desempeñabilidad o resolubilidad discursiva de la pretensión normativa que lleve en su seno, 
dándole con ello, una relevancia superior a la participación general en la concepción de la norma, 
asegurando la vinculación y obediencia del sujeto receptor tanto por el reconocimiento racional de 







2. La razón en la posición original de Rawls 
Por su parte, Rawls adopta el modelo contractualista de justificación del pacto político y desde 
esta perspectiva construye su teoría de la justicia. Inicialmente propuso como escenario de 
fundamentación de dicho contrato una situación hipotética, anterior al pacto mismo, que denominó 
“La posición original”, en ese escenario los sujetos han de realizar un procedimiento de 
argumentación consensual, moral y racional, encaminado a elegir los principios supremos que 
regirán el acuerdo social y por ende las bases de las instituciones públicas encargadas del 
ordenamiento jurídico, político y administrativo de una sociedad bien ordenada.  
Para garantizar que la construcción del acuerdo no esté viciada por pretensiones egoístas o 
ventajosas, dispuso como condición necesaria en la posición original un presupuesto de 
imparcialidad absoluta de sus participantes, para tales fines todos los sujetos deben estar 
desprovistos de cualquier tipo de información subjetiva que pueda afectar sus juicios sobre la 
justicia, la anotada garantía de imparcialidad es conocida en la teoría rawlsiana como “Velo de 
ignorancia”. 
Se supone, entonces, que las partes no conocen ciertos tipos de hechos determinados. Ante todo, nadie 
conoce su lugar en la sociedad, su posición o clase social; tampoco sabe cuál será su suerte en la 
distribución de talentos y capacidades naturales, su inteligencia y su fuerza, etc. Igualmente nadie 
conoce su propia concepción del bien, ni los detalles de su plan racional de vida, ni siquiera los rasgos 
particulares de su propia psicología, tales como su aversión al riesgo, o su tendencia al pesimismo o al 
optimismo. Más todavía, supongo que las partes no conocen las circunstancias particulares de su propia 
sociedad. Esto es, no conocen su situación política o económica, ni el nivel de cultura y civilización 
que han sido capaces de alcanzar . (Rawls, 1995, p.135) 
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Con los presupuestos descritos, el autor diseñó un escenario de igualdad objetiva que posibilita a 
los participantes de un debate fundacional para identificar y escoger los criterios de justicia más 
amplios posibles, garantizando de esa manera una amplia identificación de una base social 
integradora y sus instituciones y en esa medida legitimar el contenido de los criterios del bien y de 
la justicia.  
En ese mismo sentido y además de los presupuestos anteriormente indicados, Rawls confiere a los 
participantes ciertas características específicas como elementos de orientación; en consecuencia, 
propone que el agente de la construcción del consenso, llamada persona moral, es un sujeto 
autónomo en sus iniciativas respecto a la justicia y el bien por lo tanto su autonomía es expresada 
en la medida de que goza de condiciones objetivas de liberad e igualdad respecto de todos los 
demás.  
Las personas poseen dos capacidades morales: la de dar un sentido de justicia efectivo y la de formar, 
revisar y perseguir racionalmente una concepción del bien. De estas se derivan dos intereses supremos: 
el de realizar sus facultades y el de ejercerlas, los cuales gobiernan la deliberación y la conducta en 
sociedad; con esto se garantiza que la moral no se quede en un nivel abstracto. De ello se desprende 
un tercer interés de orden superior: proteger y promover su concepción del bien. (Mejía Quintana, 
2016, p.279)  
Rawls encuadra un modelo de autonomía racional gobernada por la persona moral en un estadio 
metafísico o ideal en que se han de definir los principios de justicia y por ende el modelo de cómo 
se debe actuar, ya que presupone una fase preliminar de condiciones perfectamente específicas, 
teóricamente discernibles, y a través de dicho constructo formula el uso de la razón práctica 
subjetiva como elemento modelador de unos principios de justicia y de bien social. 
El concepto de racionalidad invocado aquí, es, con excepción de una característica esencial, el 
que se usa comúnmente en la teoría social. Así, es usual pensar que una persona racional tenga 
un conjunto coherente de preferencias entre las alternativas que se le ofrecen. Esta persona 
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jerarquiza estas opciones de acuerdo con el grado con el que promuevan sus propósitos; llevará a 
cabo el plan que satisfaga el mayor número de sus deseos, Noel que satisfaga menos, y, al mismo 
tiempo, el que tenga más probabilidades de ejecutar con éxito. (Rawls, 1995, p.141) 
Frente a este estadio inicial, encuentra Rawls que la persona moral inmersa en el velo de 
ignorancia y bajo las restricciones genealógicas que esto conlleva, necesita un faro que le indique 
a la razón el camino a seguir para la construcción de los principios de justicia, pues de lo contrario 
carecería de elementos de discernimiento para la realización de cualquier planteamiento. Al 
respecto el autor traza un subconstructo denominado los bienes sociales primarios, de los cuales 
sí tendría conocimiento la persona moral y en su ejercicio racional de consenso optaría por asegurar 
la mayor cantidad y amplitud de dichos bienes. A saberse, los bienes sociales identificados en 
Rawls serían: 
 Las libertades básicas (libertad de pensamiento y libertad de conciencia, etc.) 
 La libertad de movimiento y la libre elección de ocupación sobre un trasfondo de 
oportunidades diversas. 
 Los poderes y prerrogativas de cargos de responsabilidad. 
 La renta y la riqueza. 
 Las bases sociales de respeto a sí mismo 
Debe subrayarse que en esta teoría se le confiere a la razón facultades morales inevitables en la 
configuración de las ideas de deber ser, tratándose de la concepción de justicia y del bien, así 
mismo esas facultades encarnan unas intenciones de orden práctico en cuanto a la promoción y 
protección de esas ideas morales. Sin embargo, en el desarrollo rawlsiano la autonomía de la razón 
no es ya, limitada tan solo por una máxima moral racional como fuera en la postulación clásica 
kantiana, sino que es guiada por contenidos morales valorativos aterrizados en la presente teoría 
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con el nombre de “bienes sociales primarios”. Por lo tanto, si el uso de la razón es necesariamente 
cimentado sobre un constructo ideal, se entiende que la medida de la razón empleada es 
eminentemente metafísica.  
El constructo rawlsiano de la razón, aunque pareciera integrador limita la posibilidad de consensos 
amplios en pro de criterios morales. Se presenta aparentemente como un mecanismo procedimental 
de construcción u ordenación de la sociedad pero en realidad se asemeja más a una propuesta 
filosófica de la justicia con contenidos valorativos específicos, situación que no define un modelo 
abierto a la participación de múltiples y diversas formas de vida, sino que ofrece una justificación 
a un modelo existente de forma de organización social. 
Esta reformulación del contrato social liberal con elementos enraizados en la filosofía moral 
clásica (intuicionismo racional kantiano), se distancia de una teoría práctica de la argumentación 
en la medida en que su reflexión se establece sobre unos presupuestos valorativos establecidos 
mas no como construcción social. En esta medida, la ficción de un momento inicial de pacto 
político reclama la construcción ideal de condiciones de igualdad y libertad, y a su vez la 
participación de unos sujetos calificados que enmarcan sus argumentaciones morales a partir de 
unos “bienes sociales primarios” anteriores a cualquier escenario de construcción consensual, que 
no han sido ajustados por un diseño procedimental puro, sino que por el contrario, son extractados 
quizá desde la experiencia o desde la intuición.  
La razón es entendida y operativizada como una facultad del sujeto que desde sus supuestos de 
autonomía es instrumentalizada por las capacidades morales del individuo: la búsqueda del bien y 
la justicia, sin embargo esta razón práctica a la que acude Rawls es una categoría con una carga 
moral, y como se puede advertir, el hecho de partir de una base moral determinada y a su vez 
conferir criterios de selección orientadores de esa moral ya identificada con patrones de selección 
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hacen de una teoría de la justicia con intención de aplicación práctica, una filosofía del derecho 
fundada en intenciones concretas de lo que es una sociedad bien organizada. 
Valga exaltar que la formulación inicial de la posición original y el velo de ignorancia fue objeto 
de varios ajustes a lo largo del tiempo, en virtud de una  laudable actitud de honestidad académica 
e intelectual del autor, al recoger las críticas que se le formularon desde diversos ángulos de la 
reflexión.  
En ese sentido y, ciñéndome a los linderos del presente análisis se presentarán las modificaciones 
realizadas atinentes a la noción y empleo del concepto de razón en la posición original.  
A este respecto, se encuentra que en el planteamiento de “justicia como equidad” (que se 
perfecciona en la obra Justicia como equidad: una reformulación 2001), se realizan variaciones 
significativas respecto a la formulación procedimental de la teoría, variando los contenidos 
valorativos por elementos procedimentales de construcción de acuerdos, y en últimas, matizando 
el sentido metafísico de la posición original. 
Decanta entonces su propuesta y sentido de la posición original en los siguientes términos: 
A ello replico que la relevancia de la posición original radica en el hecho de que es un mecanismo de 
representación o, alternativamente, un experimento mental pensado para la clarificación pública y la 
autoclarificación. Hemos de pensar en la posición original como un mecanismo que modela dos cosas: 
En primer lugar, modela lo que consideramos –aquí y ahora- como condiciones equitativas bajo las 
cuales los representantes de los ciudadanos, concebidos simplemente como personas libres e iguales, 
han de acordar los términos equitativos de la cooperación por los que deberá regularse la estructura 
básica. 
En segundo lugar, modela lo que consideramos –aquí y ahora- como restricciones aceptables sobre las 
razones que servirán de base a las partes, situadas en condiciones equitativas, para poder cabalmente 
proponer ciertos principios de justicia política y rechazar otros. (Rawls, 2001, p.41) 
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Posteriormente, explica que las condiciones equitativas deben ser entendidas desde un punto de 
vista de una igualdad formal respecto de las capacidades morales de los sujetos, es decir, que todos 
los ciudadanos gozan de las facultades morales ya descritas y de todas aquellas necesarias para ser 
miembros normales y plenamente cooperativos. Respecto de las restricciones aceptables sobre las 
razones, introduce un interesante elemento de distinción entre lo racional -lo bueno- y lo razonable 
–lo justo-, y en esa misma dirección erige como guía para la construcción de los principios políticos 
de justicia el criterio según el cual lo razonable prima frente a lo racional. 
El procedimiento del imperativo categórico kantiano somete la máxima racional y sincera del agente 
(formada a la luz de la razón empírica práctica del agente) a las constricciones razonables contenidas 
en dicho procedimiento, y así constriñe la conducta del agente sometiéndola a las exigencias de la 
razón pura práctica. De manera similar, a la hora de alcanzar un acuerdo racional sobre los principios 
de justicia, constriñe las condiciones razonables impuestas a las partes en la posición original, partes 
que intentan promover el bien de sus representados. En cada caso, lo razonable tiene primacía sobre 
lo racional y lo subordina absolutamente (Rawls, 2001, p.120)  
Es pertinente aclarar a esta altura que los llamados bienes sociales primarios, no desaparecen de la 
ecuación, sino que son variados de función, ya que dicho listado de derechos no es ya la guía de 
la reflexión moral, por el contrario esa lista de libertades es creada por los principios de justicia de 
cada orden social. 
La reformulación realizada en punto de categorizar la posición original como un procedimiento de 
representación política lleva a aterrizar el ejercicio de formulación de la justicia a un terreno mucho 
más práctico y tangible. El velo de ignorancia deja de ser un supuesto ideal de abstracción de las 
condiciones mundanas de los participantes para tomar un sentido de limite procedimental de 
argumentación frente a la idea del bien de los representados, es decir, la razón asociada a una moral 
etérea deja de ser la fuente originaria, condicionada por los bienes primarios, para hacer de la razón 
en su doble acepción de razonable y racional, el limite autónomo de formulación de principios. Se 
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introduce con este criterio una máxima de cooperación racional en la que es válido fundar un 























El arduo camino emprendido independientemente, por estos dos académicos para encontrar 
respuestas en torno a la fundamentación y justificación de un orden social plural, democrático y al 
mismo tiempo estable, pone en evidencia las altas dificultades que dicha empresa presenta en los 
tiempos actuales. El proyecto democrático de las sociedades occidentales se ha ido haciendo 
obsoleto frente a las profundas transformaciones sociales y culturales de las nuevas formas de vida, 
en gran medida acompasadas por los avances tecnológicos que la ciencia produce a un ritmo cada 
vez más frenético. El autoreconocimiento como sociedad, como grupo o unidad se desvanece en 
formas de vida múltiples en mundos de la vida marcados por un particularismo exacerbado, de ello 
se dan cuenta los teóricos estudiados y hacen de esta preocupación parte central de sus 
planteamientos. 
En ese sentido, revelan la necesidad de dar solución a la contradicción en la cual caen las 
sociedades que pretenden garantizar prioritariamente valores liberales clásicos y al mismo tiempo 
conformar una sociedad bien ordenada.  
Habermas opta por una metodología reconstructiva en la que en clave de su teoría de la acción 
comunicativa modela un procedimiento dialógico de concatenación entre las dinámicas sociales y 
la participación democrática directa. A su vez, Rawls como se pudo observar en el desarrollo de 
este artículo, hereda de la tradición contractualista clásica rousseauniana el modelo de pacto social 
originario y a su vez el modelo de democracia representativa. 
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Parten ambos teóricos de preocupaciones semejantes y sus intereses, más allá de la órbita crítica 
no propositiva de algunas escuelas de pensamiento, se dirige a sustentar una teoría práctica 
alcanzable y aplicable a la desarticulación sociedad-sistema, facticidad- validez.  
Encontrando para ello que el camino que lleva a la armonización de los criterios debe ser alcanzado 
a través de los consensos, es decir, el consenso es hallado como la herramienta unificadora que a 
su vez y en virtud de la participación democrática, permite identificar al sujeto con las normas, 
desde allí mismo identifica por consiguiente al sujeto con las instituciones y por esa misma vía de 
reconocimiento, conferir una carga suficiente de validez a una organización social que sería 
unánimemente aceptada. 
Sin embargo, cada propuesta se constituyó sobre presupuestos diferentes en punto de la 
articulación de la razón como elemento modelador del discurso argumentativo objeto de consenso. 
Habermas modificó profundamente los conceptos de razón práctica y razón empírica que para sus 
necesidades caían en el error de convertirse en herramientas altamente subjetivas y vaporosas muy 
ligadas a una moral práctica particularizada, esto en completa contravía de sus pretensiones de 
ampliar la base de consenso social. Entonces propone una razón aplicable a su propuesta, no como 
una capacidad subjetiva sino como un procedimiento intersubjetivo ligado, sin embargo, a los 
elementos de la razón clásica en punto de la autonomía. 
Respecto al criterio de autonomía en el modelo discursivo, cada participante de la práctica 
comunicativa puede optar a su arbitrio por asumir una actitud realizativa u objetivantes según su 
parecer. Como límite de la actitud objetivante que en sí misma está dirigida no a alcanzar acuerdos 
sino a obtener ventajas individuales, propone una regulación normativa de acciones estratégicas, 
regulación fundada no en la moral, sino en la necesidad lógica de dar los elementos necesarios a 
las dinámicas comunicativas para no desbordarse en intereses particulares y perder su norte.  
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Por su parte, en Rawls una vez reformulado su planteamiento la razón no deja de ser una capacidad 
subjetiva que dicta las pautas de comportamiento al sujeto, manteniendo este criterio moral de la 
razón como orientadora de la idea del bien y lo justo, sin embargo el autor inserta un elemento 
procedimental armonizador de las finalidades de la moral racional, diferenciando y jerarquizando 
lo razonable sobre lo racional. Lo racional asociado a la idea de lo bueno para cada quien como 
aquel ejercicio de proceder a obtener la mayor cantidad de ventajas posibles y lo razonable 
asociado a la idea de lo justo, en que mi idea del bien particular debe ajustarse a las ideas de bien 
más amplias socialmente concebidas por el consenso.  
Ambas ideas de la razón por diferentes que sean, apuntan a fundar principios de integración social 
a través de un procedimiento consensual de toma de decisiones marcado por la limitación de las 
ventajas naturales, sociales o económicas de los individuos . 
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